
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:

Auto  – 2ª instancia – 19 de diciembre de 2017

Proceso:    

Ejecutivo -Liquidación de costas y agencias en derecho - Modifica
Radicación Nro. :

66001-31-03-002-2015-01020-01
Demandante: 

Servicios Especiales de Salud
Demandado:

Coomeva EPS.
Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 


EJECUTIVO / LIQUIDACIÓN DE COSTAS Y AGENCIAS EN DERECHO / MODIFICA EL VALOR DE LAS AGENCIAS EN DERECHO - Lo primero que debe resaltarse, en punto a resolver las inquietudes de la recurrente, es que hay una confusión entre la condena en costas, en sí misma considerada, y la liquidación de las mismas. Se trata de actos y momentos procesales diferentes. De hecho, el artículo 280 del CGP, al referirse al contenido de la sentencia, establece que el jue debe, entre otras cosas, resolver sobre las costas a cargo de la partes, esto es, como uno de los extremos de la litis. Igual acontecería en el caso de que la imposición deba hacerse en un auto. 

Allí, lo que se hace es señalar cuál de las partes deberá asumir las costas del proceso o de la actuación, obviamente, teniendo en cuenta las pautas que traza el artículo 365. Valga anotar que una de las reglas de esta norma, la 9, establece que las estipulaciones de las partes en materia de costas se tendrán por no escritas, sin embargo, pueden renunciarse después de decretadas y en los casos de desistimiento o transacción, mención esta que, para esta Sala, tiene perfecta aplicación en el caso de la conciliación, pues en tal caso, pueden las partes convenir que no se impongan, o que una de ellas las asumirá. 

Luego de esa precisión, lo que sigue es la liquidación, efecto para la cual, el juez debe señalar el monto de las agencias en derecho; viene el trabajo que realiza la secretaría, y, a continuación, la aprobación por parte del funcionario, o su modificación, según sea el caso, tal como enseña el artículo 366 del mismo estatuto. 

Y esta distinción es relevante, porque, entonces, las costas pasan por dos decisiones: una, la que las impone; y otra, la que aprueba la liquidación. Son proveídos diferentes, que se emiten también en momentos diversos del proceso, primero aquel, después este. De manera que las partes deben estar atentas a ello para saber qué es lo que se va a protestar: si aquello, o esto, es decir, la asignación de las costas; o la aprobación de la liquidación. 
(…)

Notificó esa decisión en estrados y ninguna de las partes protestó. Luego, una vez acreditados tales pagos, fijó las agencias en derecho en la suma de $15’000.000,oo, se elaboró la liquidación por la secretaría y fue aprobada. 

Emerge de allí, aunque no con la claridad que se espera de un funcionario judicial, que las costas estarían a cargo de la demandada, por cuanto, como el mismo apoderado lo dejó dicho, no hubo ningún acuerdo sobre las mismas. 

De manera que tal resolución causó firmeza en el acto mismo de la audiencia, ya que no se interpusieron allí recursos, a pesar de que la funcionaria hizo manifiesta la intención de condenar en costas. Como ello es así, sobre el primer aspecto del disenso, nada puede variar ahora la Sala, en la medida en que lo resuelto quedó en firme. 

Al margen de ello, no sobra señalar, en todo caso, que es equivocado pensar que frente a una conciliación es imposible cargar con las costas del proceso a una de las partes; es que, para llegar a ese acuerdo, hubo de otorgarse un poder, prepararse una demanda, presentarla, admitirla, notificarla al demandado, es decir, todo un despliegue de actividad judicial que algún valor debe tener. Por ello es que se consignó, renglones atrás, que las partes pueden acordar que cada una asuma el costo del proceso. Pero está señalado que en el caso de ahora no hubo pacto alguno sobre las costas. Todo se redujo, en realidad, a un pago total de la obligación. 

Distinta es la situación en cuanto al monto de las agencias en derecho, fijadas en $15’000.000,oo, pues para la impugnante, como el proceso terminó en fase de conciliación, la suma resulta muy alta, dada la duración de la gestión realizada.

De acuerdo con el artículo 366 del CGP, para la fijación de Agencias en Derecho, debe acudirse a las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura; además, para oscilar entre el mínimo y el máximo, se tienen que apreciar la naturaleza del proceso, la calidad y duración de la gestión realizada, así como la cuantía. 

Está vigente el Acuerdo PSAA16-10554 del 5 de agosto de 2016, que establece las agencias en derecho y señala la cuantía, en porcentaje, para los procesos ejecutivos, en el numeral 4 del artículo 5°, siempre que se ordene seguir adelante la ejecución, con o sin excepciones. 

Sucede, sin embargo, que el proceso de ahora terminó anticipadamente, por uno de los mecanismos alternos de solución, es decir, culminó de manera anormal. Por tanto, no puede ser de recibo esa regla. 

En cambio, dispone el parágrafo 4° del artículo 3°, que cuando fuere procedente, si el asunto concluye por uno de los eventos de terminación anormal, se tendrán en cuenta los criterios previstos en el artículo 2°, que coinciden con los del artículo 366 del CGP, sin que en ningún caso las agencias en derecho puedan superar los 20 salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

A juicio de la Sala, esta era la regulación aplicable al asunto, lo que se traduce en que, bajo ninguna circunstancia, las agencias en derecho podrían superar los $14.754.340,oo, que equivalen a 20 s.m.l.m.v. para 2017. Obviamente, este sería el extremo máximo; pero para su adopción, visto que este es un proceso de baja complejidad, que fue de corta duración por la forma en que culminó, que la parte demandada estuvo presta a satisfacer la obligación, tanto que no hubo siquiera debate probatorio, pues las excepciones fueron renunciadas, era menester regular las agencias en derecho de manera diferente, como mandan el CGP y el Acuerdo citado. 

En ese orden de ideas, atendiendo los aludidos criterios, halla la Sala razón en la recurrente en lo que al monto de las agencias en derecho se refiere. Por ello, se regularán en la suma de siete millones de pesos $7’000.000,oo), que están cercanos al 50% de la cuantía señalada en la norma.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
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Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo.

Pereira, diciembre diecinueve de dos mil diecisiete  
Expediente 66001-31-03-002-2015-01020-01
TEMA: OBJECIÓN A LA LIQUIDACIÓN DE COSTAS. DIFERENCIA ENTRE LA IMPOSICIÓN DE COSTAS Y LA LIQUIDACIÓN. Una cosa es la imposición de costas a cargo de quien resulta vencido en la actuación y otra el monto de las agencias en derecho que se fijan para la liquidación final. 
Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra el auto del 20 de febrero de 2017, proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, en el cual aprobó la liquidación de costas en el proceso ejecutivo seguido por Servicios Especiales de Salud frente a Coomeva EPS. 
ANTECEDENTES

En audiencia celebrada el 8 de noviembre de 2016, el Juzgado, luego de verificar el cumplimiento de la obligación por parte de la demandada, requirió a la ejecutante para que presentara prueba de las fechas en que se pagaron los saldos ejecutados, a efectos de proceder a la liquidación de costas. Presentada la relación, fijó agencias en derecho, en auto del 26 de enero del presente año, la secretaria del despacho procedió a elaborar la liquidación respectiva, y la sentenciadora la aprobó, con el proveído que se ataca. 

El argumento de la apelación se centra en estos aspectos: (i) el recurso es viable, por cuanto se discute el monto de las agencias en derecho; (ii) de acuerdo con el artículo 365 del CGP, se condena en costas a la parte vencida en el proceso, y en este caso, no hubo parte abatida, en tanto que se aprobó una conciliación, previa fórmula propuesta por el despacho judicial; (iii) en ese acto, nada se dispuso de que se tuvieran que pagar costas; (iv) finalmente, el monto de las agencias en derecho luce desproporcionado con la duración de la gestión realizada, que no fue más allá de la conciliación. 

Pide, en consecuencia, que se declare que no hay lugar a la fijación y liquidación de costas y agencias en derecho en este proceso. 

Saneada la nulidad que se puso en conocimiento de la parte demandante, ya que no fue alegada, es pertinente resolver sobre el recurso propuesto. 
CONSIDERACIONES 

1. Como viene de decirse, el Juzgado impuso condena en costas a la ejecutada y, previa liquidación por parte de la secretaría, incluidas las agencias en derecho, se le impartió a probación. 

2. La inconformidad de la parte demandada se hace sentir, porque no fue vencida en el proceso y, por tanto, no ha debido imponérsele el pago de costas; además, las agencias en derecho tasadas son desproporcionadas con la duración del proceso. 

3. Lo primero que debe resaltarse, en punto a resolver las inquietudes de la recurrente, es que hay una confusión entre la condena en costas, en sí misma considerada, y la liquidación de las mismas. Se trata de actos y momentos procesales diferentes. De hecho, el artículo 280 del CGP, al referirse al contenido de la sentencia, establece que el jue debe, entre otras cosas, resolver sobre las costas a cargo de la partes, esto es, como uno de los extremos de la litis. Igual acontecería en el caso de que la imposición deba hacerse en un auto. 

Allí, lo que se hace es señalar cuál de las partes deberá asumir las costas del proceso o de la actuación, obviamente, teniendo en cuenta las pautas que traza el artículo 365. Valga anotar que una de las reglas de esta norma, la 9, establece que las estipulaciones de las partes en materia de costas se tendrán por no escritas, sin embargo, pueden renunciarse después de decretadas y en los casos de desistimiento o transacción, mención esta que, para esta Sala, tiene perfecta aplicación en el caso de la conciliación, pues en tal caso, pueden las partes convenir que no se impongan, o que una de ellas las asumirá. 
Luego de esa precisión, lo que sigue es la liquidación, efecto para la cual, el juez debe señalar el monto de las agencias en derecho; viene el trabajo que realiza la secretaría, y, a continuación, la aprobación por parte del funcionario, o su modificación, según sea el caso, tal como enseña el artículo 366 del mismo estatuto. 

Y esta distinción es relevante, porque, entonces, las costas pasan por dos decisiones: una, la que las impone; y otra, la que aprueba la liquidación. Son proveídos diferentes, que se emiten también en momentos diversos del proceso, primero aquel, después este. De manera que las partes deben estar atentas a ello para saber qué es lo que se va a protestar: si aquello, o esto, es decir, la asignación de las costas; o la aprobación de la liquidación. 

4. Teniendo en cuenta esta disgregación, es del caso recordar qué aconteció en este asunto:

En la audiencia celebrada el 5 de agosto, avanzadas unas conversaciones, el Juzgado propuso como fórmula de arreglo, para una eventual conciliación, que se pagara el saldo pendiente de $79’714.386,oo, en un término de diez días. 

A la postre, se acordó el pago para el 31 de agosto de 2016; se suspendió la audiencia para continuarla el 5 de septiembre. 

En esta nueva oportunidad, quedó constancia de que el pago se hizo el 31 de agosto a la cuenta de la demandante, pero no se aportó prueba del mismo; se suspendió nuevamente para el 21 de septiembre. 
Ese día, se le informó al Juzgado que quedaban unos saldos mínimos pendientes. Se suspendió hasta el 8 de noviembre. 
Ahora se recuerda lo que ocurrió ese día: el Juzgado dio por sentado que el pago se realizó en su totalidad; le preguntó al apoderado de Coomeva sobre las excepciones que propuso, a las que renunció; enseguida, dijo la funcionaria: 

“En atención a que ya fueron pagas las facturas... lo que faltaba por pagar que eran setenta y nueve millones setecientos catorce mil trescientos ochenta y seis pesos, que se pagaron el 31 de agosto de 2016, como efectivamente se había pactado, entonces… el despacho declarará la terminación de la presente audiencia y queda pendiente para resolver lo relativo... en relación con las costas llegan a algún acuerdo? hay fórmulas para las costas?. 

A ello, respondió la parte demandante: 

“Me apego a lo que usted designe en tema de fijar costas y agencias en derecho”.

Y la demandada: 

“No hay ninguna fórmula frente a las agencias en derecho, su señoría”

Dice la Juez: 

“Entonces, habida consideración de lo anterior, se decreta que se ha pagado el capital… e intereses que se cobraban dentro del presente proceso, pero se declara la terminación de esta audiencia, se dispone también que se declara la terminación de esta audiencia y en trámite separado se decidirá por el despacho lo concerniente con las costas, pero para ello requiero a la parte demandante, para que dentro de los diez días siguientes, presente toda la documentación relativa a la fecha en que se pagaron las facturas del presente proceso, para poder mirar, para poder resolver lo relativo a las costas, porque lo único que tiene fijo el despacho es que se pagaron setenta y nueve millones setecientos catorce mil trescientos ochenta y seis pesos el 31 de agosto de 2016, de lo demás no se tiene la fecha…”. 
Notificó esa decisión en estrados y ninguna de las partes protestó. Luego, una vez acreditados tales pagos, fijó las agencias en derecho en la suma de $15’000.000,oo, se elaboró la liquidación por la secretaría y fue aprobada. 
Emerge de allí, aunque no con la claridad que se espera de un funcionario judicial, que las costas estarían a cargo de la demandada, por cuanto, como el mismo apoderado lo dejó dicho, no hubo ningún acuerdo sobre las mismas. 

De manera que tal resolución causó firmeza en el acto mismo de la audiencia, ya que no se interpusieron allí recursos, a pesar de que la funcionaria hizo manifiesta la intención de condenar en costas. Como ello es así, sobre el primer aspecto del disenso, nada puede variar ahora la Sala, en la medida en que lo resuelto quedó en firme. 
Al margen de ello, no sobra señalar, en todo caso, que es equivocado pensar que frente a una conciliación es imposible cargar con las costas del proceso a una de las partes; es que, para llegar a ese acuerdo, hubo de otorgarse un poder, prepararse una demanda, presentarla, admitirla, notificarla al demandado, es decir, todo un despliegue de actividad judicial que algún valor debe tener. Por ello es que se consignó, renglones atrás, que las partes pueden acordar que cada una asuma el costo del proceso. Pero está señalado que en el caso de ahora no hubo pacto alguno sobre las costas. Todo se redujo, en realidad, a un pago total de la obligación. 
5. Distinta es la situación en cuanto al monto de las agencias en derecho, fijadas en $15’000.000,oo, pues para la impugnante, como el proceso terminó en fase de conciliación, la suma resulta muy alta, dada la duración de la gestión realizada.

De acuerdo con el artículo 366 del CGP, para la fijación de Agencias en Derecho, debe acudirse a las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura; además, para oscilar entre el mínimo y el máximo, se tienen que apreciar la naturaleza del proceso, la calidad y duración de la gestión realizada, así como la cuantía. 
Está vigente el Acuerdo PSAA16-10554 del 5 de agosto de 2016, que establece las agencias en derecho y señala la cuantía, en porcentaje, para los procesos ejecutivos, en el numeral 4 del artículo 5°, siempre que se ordene seguir adelante la ejecución, con o sin excepciones. 
Sucede, sin embargo, que el proceso de ahora terminó anticipadamente, por uno de los mecanismos alternos de solución, es decir, culminó de manera anormal. Por tanto, no puede ser de recibo esa regla. 

En cambio, dispone el parágrafo 4° del artículo 3°, que cuando fuere procedente, si el asunto concluye por uno de los eventos de terminación anormal, se tendrán en cuenta los criterios previstos en el artículo 2°, que coinciden con los del artículo 366 del CGP, sin que en ningún caso las agencias en derecho puedan superar los 20 salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
A juicio de la Sala, esta era la regulación aplicable al asunto, lo que se traduce en que, bajo ninguna circunstancia, las agencias en derecho podrían superar los $14.754.340,oo, que equivalen a 20 s.m.l.m.v. para 2017. Obviamente, este sería el extremo máximo; pero para su adopción, visto que este es un proceso de baja complejidad, que fue de corta duración por la forma en que culminó, que la parte demandada estuvo presta a satisfacer la obligación, tanto que no hubo siquiera debate probatorio, pues las excepciones fueron renunciadas, era menester regular las agencias en derecho de manera diferente, como mandan el CGP y el Acuerdo citado. 
En ese orden de ideas, atendiendo los aludidos criterios, halla la Sala razón en la recurrente en lo que al monto de las agencias en derecho se refiere. Por ello, se regularán en la suma de siete millones de pesos $7’000.000,oo), que están cercanos al 50% de la cuantía señalada en la norma. 
6. 
Se modificará el auto protestado y se aprobará la liquidación de costas en la suma de $7’046.400,oo. 
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial, Sala Unitaria Civil-Familia, MODIFICA el auto del 20 de febrero de 2017, proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, en el proceso ejecutivo seguido por Servicios Especiales de Salud frente a Coomeva EPS. 
En consecuencia, se fijan las agencias en derecho en la suma de siete millones de pesos ($7’000.000,oo). 

Con esta regulación, se le imparte aprobación a la liquidación de costas, por la suma total de $7´046.400,oo, incluidos los gastos. 

Notifíquese 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO              

Magistrado
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